Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 12 minutos) 


Continuamos con la consideración del proyecto de ley sobre el Nuevo Sistema Tributario, de 8 
de junio de 2010, Carpeta N* 181/2010, Distribuido  N* 114/2010. Además, esta Comisión agradece la 
presencia del Vicepresidente del Directorio del Banco Santander Uruguay, doctor Fernando Jiménez de 
Aréchaga. 


Antes de dar lectura a los asuntos entrados, quiero decir que, de acuerdo con lo solicitado por los 
señores Senadores miembros de la Comisión, también cursamos una invitación al Citibank, que nos remitió 
la carta que distribuimos a los presentes. 


SEÑOR AMORÍN.- Sugiero que el contenido de la carta enviada por el Citibank figure en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que corresponde recibir al doctor Fernando Jiménez de Aréchaga e 
inmediatamente después pondremos a consideración la carta y la moción del señor Senador Amorín. 


SEÑOR AMORÍN.- Si el Presidente no se manifiesta en este momento para que la carta conste en la 
versión taquigráfica, voy a pedir la palabra y la leeré. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Se va a votar la inclusión de la carta en la versión taquigráfica. 
(Aprobado) 
Sin más trámite, cedemos el uso de la palabra al doctor Fernando Jiménez de Aréchaga. 


SEÑOR JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA.- Antes que nada quiero agradecer a la Comisión de Hacienda la 
invitación cursada y hacer un pedido anticipado de disculpas porque, dado que la información -que es 
bastante profusa— nos llegó recién el martes al mediodía, tuvimos que leerla contrarreloj. En nuestro caso 
particular, nos pareció que correspondía que el Banco Santander —al que represento en esta instancia— 
viniera a dar la cara y a expresar a esta Comisión cuál es su posición respecto del proyecto de ley. 
Además, ha habido distintos trascendidos de prensa sobre este asunto. Incluso, en su momento, escuché 
una polémica muy interesante entre los señores Senadores Tajam y Amorín en el programa “En 
Perspectiva”, de Radio “El Espectador”, en la que se dijo que las autoridades del Banco estaban de 
acuerdo con el proyecto de ley. Asimismo, el fin de semana apareció publicado un suelto en “El 
Observador” en el mismo sentido. El Directorio del Banco se reúne todos los lunes por la mañana y allí, 
justamente, se planteó qué actitud se iba a adoptar de ser convocados por esta Comisión, puesto que 
estaba trascendiendo que el Banco Santander había tomado una posición diferente a la que manifestó en 
este ámbito el Director Ejecutivo de la Asociación de Bancos. Por lo tanto, nos pareció que lo que 
correspondía, por elementales razones de cortesía, era venir y plantear cara a cara cuál es la posición del 
Banco. 


Releyendo los antecedentes en el día de ayer, vi que el señor Senador Michelini declaró en esta 
Comisión que algunos representantes de Bancos uruguayos —dos o tres de los más importantes— a 
diferencia de lo planteado por la Asociación de Bancos del Uruguay, dijeron que este proyecto de ley es lo 
que se necesita para el Uruguay. A mi juicio, son esos trascendidos los que han justificado esta 
convocatoria y esa es otra razón adicional para considerar que era necesario estar presentes. 


SEÑOR MICHELINI.- Aclaro que esa es la información que nosotros teníamos y, por eso, pedimos que se 
viniera a transmitir la posición formal. 


SEÑOR JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA.- No hay ningún inconveniente; por mi parte conocí esos comentarios 
recién en el día de ayer, cuando leí los antecedentes parlamentarios. Pero entiendo que es una razón más 


para justificar nuestra presencia aquí y no declinar la invitación enviando una nota, como han hecho otros 
colegas, por supuesto que con todo derecho. 


En tal sentido, debo declarar, con total honestidad, que es cierto que en el Banco Santander 
existe algún matiz de diferencia con lo que ha declarado el economista de Brun, pero sobre un aspecto 
particular y no acerca del proyecto en sí. Me refiero, concretamente, a todo lo referente a la visión que 
manifestó el economista de Brun en su comparecencia en este ámbito sobre el efecto que se atribuye al 
hecho de estar o no incluido en la “lista gris” de la OCDE. Como los señores Senadores saben, el 
economista de Brun declaró que la OCDE es un organismo que no tiene legitimidad jurídica y, en cierto 
modo, simplificando un poco las cosas, minimizó los efectos de estar incluido en esa “lista gris”. A este 
respecto, el Banco Santander, sus autoridades y, en especial, sus accionistas en España, tienen una visión 
diferente y entienden que es necesario hacer todos los esfuerzos posibles y tratar de celebrar los tratados 
de doble imposición que nos exige la OCDE para salir de dicha “lista gris”. El Banco y sus accionistas en 
España, entienden que la realidad actual del sistema financiero y del comercio internacional ha impuesto 
reglas —-como el caso de las “listas negras” de la OCDE o del GAFI| en el combate contra el lavado de 
dinero y el narcotráfico—- que han llegado al mundo actual para quedarse, nos guste o no. Esto es así, a 
pesar de que sabemos que las recomendaciones de estos organismos solamente tienen fuerza moral y no 
están reconocidos como sujetos de derecho en el ámbito internacional; sin embargo, las reglas que 
imponen suelen tener efectos importantes sobre los países y estar incluidos en esas listas se considera 
negativo para el país. 


Ayer repasé el contenido de la contratapa de “Búsqueda” y allí se adjudicaba, erróneamente —y lo 
digo después de leer la versión taquigráfica— al Gobierno la intención de poner este proyecto en el freezer. 
Luego resultó que la información no era cierta. Asimismo, se transcribían declaraciones de la Directora del 
Centro de Política y Administración Tributaria de la OCDE, señora Grace Pérez Navarro, en las que 
manifestaba que si Uruguay no avanza en la dirección de ceder información tributaria a otros Estados, va a 
estar en una situación muy difícil. Ahora bien; la diferencia de opinión que el Banco Santander mantiene 
con el economista de Brun de ningún modo puede interpretarse como que el Banco está de acuerdo con 
este proyecto y menos aún con que es lo que necesita Uruguay. Para ser bien claros: por un lado, estamos 
a favor de que se celebren los tratados de doble tributación para intentar salir de la “lista gris”, puesto que 
se entiende que el mundo ha cambiado y que no es buena cosa que el Uruguay sea considerado por la 
comunidad internacional en su conjunto como una suerte de paraíso fiscal; por otro, el Banco discrepa con 
el proyecto de ley original del Poder Ejecutivo, fundamentalmente, con todo lo referido a la forma de 
regulación del levantamiento del secreto bancario. En tal sentido, entendemos que se debe tratar de 
armonizar las reglas del modelo de los tratados de la OCDE con el tema del secreto bancario y, 
fundamentalmente, con las normas sobre el derecho a la intimidad que, a nuestro juicio, hacen a la esencia 
de la tradición jurídica uruguaya. 


En nuestra opinión, Uruguay debería tratar de seguir el ejemplo de Suiza en cuanto a consagrar 
los tratados de doble imposición, es decir, que no haya intercambio automático de información, que sólo se 
responda a pedidos fundamentados de la contraparte, que se rechacen las expediciones de pesca y que el 
pedido indique el nombre de la persona investigada y, si es posible, el Banco al que se pide información y 
que los acuerdos de doble tributación no tengan efecto retroactivo. Sé que nuestro país ya ha aprobado 
algunos de estos tratados; no tengo la certidumbre de si estos principios han sido consagrados en los 
mismos, pero aun si este no fuera el caso, habiendo tan pocos tratados aprobados, por el momento nos 
parece que el mejor camino sería el que ha seguido la propia Suiza, que ha celebrado más de sesenta 
tratados de doble imposición. Estamos hablando de mantener exclusivamente el tema del levantamiento 
del secreto bancario para los casos de defraudación, tax fraud, como ya ha expresado el Colegio de 
Abogados en este recinto y mantener la reserva en los casos de evasión, tax evasión. 


Sé que algunos señores Senadores, en especial, el señor Senador Abreu ha manifestado 
discrepancias políticas y, sobre todo, jurídicas con este doble régimen, en donde parecería que la autoridad 
fiscal de un país del exterior con el cual hemos celebrado un tratado, va a tener más atribuciones que la 
nuestra. Esto se ha dado —según leí en los antecedentes parlamentarios— como un hecho no susceptible 
de discusión, es decir que, como en virtud de este tratado la autoridad fiscal del exterior tiene determinadas 
facultades, automáticamente las mismas deben ser extendidas a la Dirección General Impositiva. Por 
nuestra parte, habiendo una ley que ratifica el tratado y una obligación convencional válida con un Estado 
del exterior para suministrar esa información, hay que decir que no sabemos si ese obstáculo jurídico del 
doble régimen no quedará levantado por esta circunstancia. En lo personal, entiendo que es así. En todo 
caso, nos parece que seguir acumulando facultades investigativas encabezadas por la Dirección General 
Impositiva representa un peligro para resguardar el derecho a la intimidad, que también tiene consagración 


constitucional implícita, en el artículo 72 de la Constitución de la República, y explícita en materia 
internacional, ya sea en nuestro país como en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas del año 1948 y en el Pacto de San José de Costa Rica. Tememos que, al igualar a la 
Dirección General Impositiva con esas pocas administraciones tributarias con las cuales hemos adquirido 
obligaciones convencionales, la enmienda termine siendo peor que el soneto. 


También se ha dicho reiteradamente, en especial en este recinto durante la comparecencia de las 
autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas, que la flexibilización del secreto bancario no tenía por 
qué suponer, por sí misma, ningún riesgo jurídico sobre el derecho a la intimidad, puesto que con esta 
misma Constitución hemos vivido desde bastante antes de la aprobación del Decreto-Ley N* 15.322, en 
setiembre de 1982, hace casi treinta años. Sin embargo, no creemos que sea así puesto que en este 
período se han producido cambios tremendamente significativos, no solo en el papel que juegan los 
Bancos en el ámbito de las sociedades, tal como manifestó en esta Comisión el Colegio de Abogados del 
Uruguay. Digo esto, porque mucho más importante y significativo que ello ha sido el fenomenal, 
excepcional e impresionante avance de la informática y la telemática, disciplinas que con su capacidad de 
almacenar millones de datos sobre todos los individuos en tiempo real, sumado a la posibilidad de 
entrecruzar esas diversas bases de datos, han creado una realidad totalmente diferente que supone una 
verdadera amenaza al derecho a la intimidad. Se trata de una realidad que ha llevado a autores expertos 
en informática jurídica, como el doctor Carlos Delpiazzo, a decir que todo este desarrollo tecnológico y de 
la informática ha determinado, en el mundo jurídico, un replanteo de la cuestión del derecho a la intimidad. 
Quizás, debido a estas circunstancias ya se han aprobado tres leyes referentes al manejo y registro de 
bases públicas y privadas, cosa que no ocurría en el pasado. Obviamente, hace más de treinta años y sin 
informática, el derecho a la intimidad se encontraba mucho menos amenazado que ahora. 


Si, por las objeciones jurídicas y políticas manifestadas por el señor Senador Abreu, no se quiere 
seguir el ejemplo de Suiza, que distingue entre defraudación y evasión en su relación con el levantamiento 
o flexibilización del secreto bancario, en todo caso, subsidiariamente, nos parece mucho más garantista y 
aceptable —sobre todo teniendo en cuenta que este proyecto de ley cuenta con mayorías parlamentarias y 
probablemente se apruebe-— la iniciativa de flexibilización del secreto bancario presentada en esta Comisión 
por el Colegio de Abogados. Lamentablemente, tenemos entendido que la iniciativa de desglosar ese tema 
y tratarlo como un proyecto por separado no fue aceptada por los asesores designados por el Ministerio de 
Economía y Finanzas para actuar en esta Comisión en carácter casi permanente. 


Con todo respeto, creemos que en esta materia, como en otras que fueron implementadas 
simultáneamente con el anuncio de este proyecto de ley —me refiero, por ejemplo, a la publicación en 
Internet de los 550.000 deudores incluidos en la Central de Riesgo del Banco Central del Uruguay, tema en 
el que pudimos constatar que el señor Senador Abreu ha insistido mucho—, se ha adoptado una visión 
maniqueísta de los valores en pugna, omitiéndose recurrir a una sabia disposición: el artículo 20 de nuestro 
Código Civil, según el cual el contexto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus partes de 
manera que entre todas ellas exista la debida correspondencia y armonía. Cuando hay dos valores en 
pugna, como son la necesidad de difusión de la información crediticia para que los proveedores de crédito 
puedan tomar las decisiones más acertadas, y el derecho a la intimidad —tal como ocurrió con la Ley 
aprobada en el año 2006 sobre Central de Riesgo— se plantea -se ha dicho públicamente— que se debe 
preferir uno sobre el otro, haciendo muchas veces referencia a razones de interés general. A nuestro juicio, 
se está incurriendo en un error jurídico al no tenerse en cuenta que nuestro orden normativo debe constituir 
un todo cohesionado y armonioso; entonces, no se debería legislar sobre estas materias como si se tratara 
de compartimentos estancos, sin tener presente el efecto que la aprobación de determinadas normas 
produce sobre el resto de nuestro sistema de derecho. Como se ha señalado, la aprobación de leyes de 
esta naturaleza debe realizarse en conexión sistemática con el resto de nuestro orden jurídico, de modo de 
evitar que se respeten unas y se vulneren otras. A nuestro entender, el proyecto de ley del Poder Ejecutivo 
en materia de secreto bancario incurre en el mencionado error, esto es —lo decimos una vez más-— no 
consagra una relación armoniosa entre la flexibilización que propugna del secreto bancario y la 
salvaguardia del derecho a la intimidad, que está ínsita en el tema del secreto bancario. 


Un famoso autor decía que ninguna norma debe interpretarse aisladamente; es como si en una 
estación de tren se estableciera que está prohibido ingresar con perros y de allí se interpretara, 
aisladamente, que el transporte ferroviario de los perros también está prohibido. Si uno hace una 
interpretación armoniosa de esas normas, observará que, en determinadas circunstancias, en vagones 
especiales y cumpliendo ciertos requisitos, el transporte ferroviario de perros está permitido, como también 
el ingresar con ellos a una estación. Esta es la interpretación sistemática que reclama el artículo 20 del 
Código Civil y que a veces no se cumple. 


Por otro lado, ya que nos estamos refiriendo a los temas de la Central de Riesgo y el secreto 
bancario, queremos señalar que, desde el punto de vista sustancial, al Banco le parece loable y comparte 
la necesidad de dar difusión a la información crediticia, tal como se ha expresado en la Ley N* 17.948 que, 
por otra parte, fue aprobada por todos los partidos políticos. Asimismo, compartimos el propósito de 
transparencia que persigue la actual iniciativa en lo que refiere a los convenios de doble tributación. No 
obstante, respetuosamente manifestamos que no estamos de acuerdo con la forma en que se intenta 
implementarlos, pues entendemos que en ambos casos se ponen en riesgo derechos humanos 
fundamentales que tienen consagración institucional e internacional. 


Si, subsidiariamente, se aceptara el régimen suizo -que apoyamos- en el proyecto propuesto por 
el Colegio de Abogados, se le daría sentido al propósito expresado en esta Sala de crear una justicia 
especializada para conocer en los asuntos en que se pida el levantamiento del secreto bancario. Es obvio 
que el Juez no puede convertirse en alguien que solo homologa una decisión administrativa previa, por 
imperio de lo dispuesto en los artículos 28 y 38 de la Constitución Nacional y por la tutela jurisdiccional que 
es de competencia privativa del Poder Judicial de la República. Por lo tanto, de mantenerse el articulado 
original del proyecto con un giro tan amplio y vago —pues el Juez está obligado a levantar el secreto 
bancario toda vez que la DGI lo entienda necesario, para verificar la veracidad e integridad de las 
declaraciones juradas o, en su caso, la falta de ellas— el Magistrado jamás podrá oponerse a una solicitud 
de esa Dirección, asumiendo de esa forma un rol meramente decorativo. En cambio, si eventual y 
subsidiariamente se adoptara el régimen suizo presentado por el Colegio de Abogados, cobraría sentido la 
figura del Juez y se mantendrían las bases tradicionales de países como el nuestro, donde la estabilidad 
democrática, la independencia del Poder Judicial y la confidencialidad de sus instituciones han sido 
siempre cuestiones decisivas tomadas en cuenta por los inversores a la hora de radicar sus capitales en 
este país; todo ello, por supuesto, sin dejar de cumplir con los reclamos de intercambio de información 
fiscal que nos está exigiendo la OCDE para salir de la “lista gris”. 


Estas son las consideraciones centrales que el Banco Santander quería hacer. 


El tema de la gravabilidad de los depósitos en el exterior fue cuidadosamente examinado en la 
reunión celebrada el lunes pasado, tal como mencioné. Nuestra Institución ha considerado y estudiado el 
punto en profundidad, llegando a la conclusión de que se trata de una cuestión de política tributaria sobre la 
cual no le corresponde opinar a título individual. 


Muchas gracias, y quedo a las órdenes para responder cualquier consulta. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, quiero agradecer al doctor Fernando Jiménez de Aréchaga los 
aportes que ha brindado en el día de hoy. 


En segundo término, digo que no me voy a referir a la segunda parte de su exposición, donde ha 
utilizado la expresión: “Ya que se va a legislar”, pues entiendo que aquí estamos ante aportes que hacen 
referencia a muchos aspectos de la ley, por lo que deberemos analizarlos y quizás, eventualmente, 
incorporarlos. Aquí se ha hablado, por ejemplo, de Tribunales especializados y de otros aspectos 
vinculados al secreto bancario; pero en fin, insisto en que no voy a hacer referencia a ello, sino a la primera 
parte de la exposición del Vicepresidente del Banco de Santander, con respecto a la cual voy a formular 
dos interrogantes. 


Por un lado, en esta materia, el doctor Jiménez de Aréchaga tiene la misma incertidumbre que 
tenemos algunos de nosotros. Hay que salir de la “lista gris” y poner al Uruguay en un país de primera. En 
ese sentido, estamos llevando adelante tratados de doble imposición, que sostienen que se da la 
información y que probablemente en 180 días estarán aprobados. Pero hay que armar un marco general 
sobre la información que se da, para que se pueda instrumentar en forma colectiva y no primero sobre un 
tratado y después sobre otro, porque no parecería algo lógico. A su vez, el tema de la intimidad y de la 
privacidad de las personas es muy importante para nosotros, así como la necesidad de que un Juez 
determine para que no sea algo automático. Todo esto nos lleva a tomar como ejemplo el caso de Suiza, 
aunque sabemos —por información que se nos dio— que hace poco en ese país se solicitó el levantamiento 
de casi 5.000 casos, de los cuales se otorgaron —al barrer, según parece— aproximadamente 1.300, lo que 
indica que tampoco se trata de un ejemplo tan perfecto. 


Entonces, mi primera pregunta es la siguiente: frente a la necesidad de poner al Uruguay en otra 
calificación y, a la vez, lograr el equilibrio en todos los aspectos mencionados, ¿el doctor Jiménez de 
Aréchaga entiende que hay que legislar, o no, en esta materia? 


La segunda interrogante tiene que ver con los aspectos de privacidad, intimidad e, incluso, de 
Derechos Humanos —de los que el doctor ha hablado—, que también para nosotros son muy importantes. 
En ese sentido, en países como aquel donde se encuentra el Banco que él representa —allí está, incluso, la 
casa matriz— existe una legislación mucho más dura; entonces, la pregunta es si él considera que en esa 
legislación hay una cuestión violatoria de los Derechos Humanos y de la privacidad de las personas. 


SEÑOR AMORÍN.- Antes de realizar mi planteo, me gustaría agradecer la presencia en la Comisión de tan 
distinguido jurista. 


En lo personal, me quedó muy clara la exposición del doctor Jiménez de Aréchaga relativa a la 
opinión del Banco de Santander en cuanto a la necesidad que existe de legislar sobre este tema para que 
el Uruguay pueda salir de la “lista gris” de la OCDE. También me quedó clara pero, de todas maneras, me 
gustaría que el doctor, desde su posición de jurista, me confirmara la diferencia entre las dos situaciones 
que a continuación mencionaré. Una de ellas es la necesidad de legislar en materia de flexibilización de 
secreto bancario cuando son autoridades del exterior —obviamente, con las que tengamos tratados 
firmados y aprobados por el Parlamento— las que hacen la solicitud y, la otra, si es necesario que ese 
mismo régimen se aplique para la Dirección General Impositiva. Insisto en que me interesa su opinión 
desde el punto de vista personal y mucho más desde el punto de vista jurídico. Me gustaría saber si hay 
alguna norma constitucional que obligue al Uruguay, si flexibiliza el secreto bancario para las solicitudes 
que provengan de los tratados firmados con terceros países, a dar las mismas facultades a la Dirección 
General Impositiva. 


SEÑOR JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA.- Con respecto a la primera pregunta que planteó el señor Senador 
Michelini, creo que ya había hecho referencia a ese asunto, pero vale la pena aclararlo. El Banco 
Santander entiende, claramente, que hay que legislar en materia de convenios de doble tributación para 
salir de la “lista gris” de la OCDE. Justamente, esa es la razón de nuestra presencia en la Comisión y el 
matiz de diferencia que tenemos con lo que ha manifestado en esta misma Sala el Director Ejecutivo de la 
Asociación de Bancos Privados del Uruguay. 


Con respecto a la segunda pregunta, comprenderá el señor Senador que no soy abogado 
español y no puedo emitir un juicio de valor sobre el alcance del secreto bancario ni sobre el derecho a la 
intimidad, vigentes en España. 


En cuanto a la consulta que planteó el señor Senador Amorín, a mi juicio —y lo digo a título 
personal y no en nombre del Banco Santander porque estoy opinando sobre una cuestión jurídica— no 
existiría un obstáculo jurídico para establecer ese doble régimen. Digo esto porque, claramente, la 
necesidad de solicitar información al tercer Estado surge de una obligación contraída válidamente por la 
República, por medio de un Tratado ratificado por el Parlamento y promulgado por el Poder Ejecutivo. Por 
lo tanto, en nuestro país, tiene fuerza de ley. De modo que, no necesariamente al haber hecho eso, 
tenemos que legislar y dar la misma atribución a entidades locales. Por esa razón, en ese caso, la 
respuesta es negativa. Como ejemplo, puedo nombrar lo sucedido con Suiza. También me gustaría aclarar 
que es cierto que hubo un conflicto entre Suiza y Estados Unidos. Concretamente, hubo algunas 
discrepancias porque Estados Unidos reclamaba información sobre muchos más casos de aquellos en que 
la dio, pero se trató de un hecho metajurídico, es decir, un hecho político y no jurídico. Jurídicamente, Suiza 
tiene aproximadamente sesenta tratados de doble tributación donde se aplica este doble régimen y, para 
salir de la OCDE, firmó doce protocolos en los cuales se suministra información en temas de evasión fiscal 
y no de defraudación fiscal. 


SEÑOR HEBER.- Quiero hacer algunas consideraciones. 


Me parece que es importante para todos saber cuál es la opinión del doctor Jiménez de 
Aréchaga, que ha concurrido a esta Comisión representando al Banco Santander Uruguay, una institución 
presente en nuestra plaza financiera. Debo destacar que hemos coincidido casi totalmente con sus 
afirmaciones sobre el secreto bancario. 


El doctor Jiménez de Aréchaga ha señalado que está de acuerdo en que no haya doble 
tributación. ¿Quién está de acuerdo con que la haya? No la teníamos y no la tenemos, pero podemos llegar 
a tenerla —y este es otro tema-—, porque estamos cambiando la tributación. 


Entonces, los tratados que hemos firmado y votado, atienden justamente a este tipo de 
situaciones, pero no sé qué pasaría si nos salimos de lo que tradicionalmente ha sido nuestro sistema 
tributario territorial. Sé que el doctor Jiménez y la institución que representa creen que no es conveniente 
dar su opinión sobre el tema de la tributación, y está bien que sea así, pero quería hacer esta reflexión 
porque considero que recién cuando tengamos un escenario determinado sabremos si existe la posibilidad 
de la doble tributación; de lo contrario, seguiremos como estamos y muy difícilmente se dé esa situación 
donde haya gente que esté pagando impuestos dos veces. 


Como dije, me parece bien que el doctor Jiménez de Aréchaga concurra a la Comisión y diga que 
no puede meterse en el tema de la renta por tratarse de una discusión de política tributaria; también dijo 
que no quieren una doble tributación y ambas afirmaciones son correctas. Creo que nadie de los que 
estamos aquí quiere que exista la doble tributación, pero considero que, si cambiamos nuestro sistema, 
debemos instrumentar también una serie de tratados como para que esa situación no pueda darse. A su 
vez, algunos creemos que no debemos cambiar nuestro sistema tributario y por eso no generaremos una 
doble tributación. 


Estas son, simplemente, algunas reflexiones con respecto a los comentarios del doctor Jiménez 
de Aréchaga. 


SEÑOR COURIEL.- Quiero hacer algunas preguntas para entender la posición del Banco Santander. 


En primer lugar y según tengo entendido, esta institución tiene su sede en España y, por lo tanto, 
el doctor Jiménez de Aréchaga, como su representante, podría darnos su opinión con respecto a cómo se 
sienten las características del secreto bancario —muy distintas a las de Uruguay- en los distintos países 
donde actúa el Banco Santander. 


En segundo término quiero decir que hay tratados de doble imposición y, además, estamos 
intentando modificar las características del secreto bancario, llámese flexibilización o no. En lo personal, 
entendí que el Banco Santander aceptaba una modificación del secreto bancario en función de lo que 
ocurre en Suiza o de la propuesta del Colegio de Abogados y que, por lo tanto, habría que legislar sobre el 
secreto bancario además de los tratados de doble imposición. Reitero, esto es lo que yo entendí; de 
repente, no es correcto y por eso pido una aclaración. 


SEÑOR JIMÉNEZ DE ARÉCHAGA.- Antes que nada, quiero hacer una aclaración de carácter formal. 


El Banco Santander es una sociedad anónima uruguaya cuyo accionista es el Banco Santander 
de Madrid, que tiene su sede en España. Pero el Banco Santander, como sociedad anónima uruguaya, 
tiene su sede en el país, cuenta con un Directorio que establece su planificación estratégica y gestiona y 
controla a su personal ejecutivo; por lo tanto, en ese sentido, es un banco local. De modo que, 
lamentablemente, debo reiterar que no estoy en condiciones de responder sobre cuál es el régimen del 
secreto bancario en España y, para ser honesto, debo decir que no creo que tenga el deber de conocerlo. 


Ante la pregunta de si es necesario legislar, debo decir que para salir de la “lista gris” de la OCDE nos 
piden ratificar doce convenios de intercambio de información tributaria. De acuerdo con el modelo de la 
OCDE, para suministrar la información que se nos pide, no nos podríamos amparar en el secreto bancario 
actualmente existente. Por lo tanto, en tal sentido, creemos que hay que legislar en cuanto a la información 
a brindar sobre las bases que he expresado anteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al doctor Fernando Jiménez de Aréchaga su concurrencia a la 
Comisión, así como la exposición realizada. Más allá de las salvedades que hizo al comienzo sobre el poco 
tiempo que tuvo para leer los antecedentes, no hay duda de que le alcanzó para impregnarse del debate 
que tenemos en esta Comisión. Sus aportes han sido sumamente ilustrativos y serán incorporados al 
acervo de reflexiones que estamos haciendo en este ámbito. 


Aclaro que, aunque no hay ningún impedimento para hacerlo, no es común que concurran 
representantes de bancos privados. Además, queremos decir al Banco Santander, de amplio espectro en 
América Latina, que el Parlamento uruguayo funciona abierto a la sociedad uruguaya, a la comarca en que 
estamos y a España, país que, por muchos motivos, constituye una referencia para nosotros. 


SEÑOR JIMENEZ DE ARÉCHAGA.- Ha sido un gusto estar aquí y, en nombre del Banco, agradezco 
mucho la invitación. 


(Se retira de Sala el Vicepresidente del Directorio del Banco Santander Uruguay, doctor Fernando Jiménez 
de Aréchaga) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase, a solicitud del señor Senador Amorín, la carta recibida. 
(Se lee:) 

“Sao Paulo, 21 de Setiembre de 2010 

Señor Presidente de la 

Comisión de Hacienda de la 

Cámara de Senadores 

Sr. Carlos Baráibar 

Presente 

De mi mayor consideración: 


A través de la sucursal en Uruguay de Citibank N.A. he tomado conocimiento de su interés en contactarme 
a raíz de comentarios que realizara a una revista de publicación en Uruguay a principios del mes de 
setiembre, referidos a temas de actualidad para el sector bancario. 


Respecto de mis declaraciones, me permito aclararle que los comentarios realizados durante la entrevista 
fueron de carácter general, relacionados a tendencias mundiales en asuntos de interés para el sector. 
Específicamente, indiqué que resulta apropiada la tendencia mundial a la flexibilización del secreto 
bancario, un proceso que debe ser proactivo, con el acompañamiento y liderazgo de los bancos, con el fin 
de garantizar el origen lícito del dinero y el proceso de formalización de la actividad económica. 


Para su conocimiento, en la actualidad desempeño un cargo regional en mi organización, con domicilio en 
Brasil, y hace cerca de 20 años que no vivo en Uruguay. 


Mi visita al país se realizó en el marco de los festejos de los 95 años de Citibank en Uruguay y fue en dicha 
ocasión que se realizó la entrevista referida anteriormente. 


Debido a mi rol actual, me permito enfatizar que los puntos de vista expresados durante la entrevista fueron 
de carácter general y no correspondieron en ningún momento al proyecto de reforma del secreto bancario 
que está siendo analizado por el Parlamento en Uruguay. 


La evaluación técnica de dicho proyecto requiere de un análisis minucioso, que fue realizado de manera 
colectiva por los bancos privados del Uruguay, entre los que se encuentra Citibank N.A. Sucursal Uruguay, 
y fue puesta en conocimiento de la Comisión que usted preside mediante la presentación ya realizada por 
el Director Ejecutivo de la Asociación de Bancos Privados del Uruguay, economista Julio De Brum. 


Esperando haber aclarado el alcance de mis expresiones, le saluda muy atentamente. 
Cr. Gustavo Marín. 


CEO Región Mercosur (Brasil, Argentina, Paraguay y Uruguay)”. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Secreto bancario. Se modifica el artículo 54 de la Ley N* 180.083, de 27 de diciembre de 2006. 
Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por el señor Senador Francisco Gallinal. Carpeta N* 
348/2010. (Distribuido N* 388/2010). 


Fondo de financiamiento para la diversificación y reconversión de la producción tabacalera. 
Creación. Proyecto de resolución del señor Senador Tabaré Viera. Carpeta N* 349/2010. (Distribuido N* 
389/2010). 


El contador Gustavo Marín, ejecutivo de Citibank Región Mercosur, envía nota referida al tema de 
flexibilización del secreto bancario. 


La Secretaría de la Cámara de Senadores remite nota enviada por el señor Jefe de Bancada del 
Partido Nacional, Senador Luis A. Heber, comunicando que a las sesiones de la Comisión de Hacienda por 
los días 22 y 23 del corriente concurrirá el señor Senador Eber Da Rosa en lugar del señor Senador Sergio 
Abreu.” 


De acuerdo con el cronograma que hemos trazado, ya se han recibido las visitas solicitadas tanto 
por los miembros de la Comisión como por distintas entidades, siendo los últimos mensajes recibidos los 
del Banco Santander y Citibank. Por lo tanto, corresponde comenzar con el tratamiento del proyecto de ley 
a consideración, para lo cual me ha solicitado la palabra el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Solicité la palabra para hacer referencia no solo al proyecto de ley que estamos 
considerando sino también —y particularmente— al que presenté la semana pasada, que estuvo a 
consideración del Cuerpo y fue, como corresponde, derivado a esta Comisión. 


Se trata de un proyecto de ley que está exclusivamente destinado al secreto bancario. Como es 
de conocimiento de los integrantes de la Comisión, siempre he defendido la importancia de tener una 
legislación autónoma para el secreto bancario, que no necesariamente esté involucrada dentro de 
legislaciones que no tienen la estabilidad que tiene esta. Considero que incluirlo dentro de la modificación 
de un impuesto significa quitarle jerarquía al tema, y todos sabemos que las modificaciones de los 
impuestos son materia más común y corriente que la relacionada al secreto bancario. De todas maneras, 
si se mantiene la opinión —que, aparentemente, es la del Ministerio de Economía y Finanzas— de aprobar 
una única ley incluyendo todos los temas, nada impide que se agregue este capítulo. En la exposición de 
motivos se destaca claramente la importancia que tiene la regulación autónoma independiente de un 
instituto de estas características. Todo esto es en cuanto a la forma. 


En lo que tiene que ver con el fondo del tema, el proyecto de ley apunta a ampliar las 
posibilidades que existen en nuestro Derecho para proceder al levantamiento del secreto bancario, lo que 
significa un reconocimiento a la primera iniciativa del Poder Ejecutivo en el sentido de que, efectivamente, 
Uruguay necesita adaptarse a los nuevos tiempos. Asimismo, tenemos una lucha muy fuerte de intereses 
con instituciones internacionales y con países desarrollados que, frente a estas circunstancias, intentan 
crear legislaciones de estas características en países como los nuestros porque les significa una ventaja 
desde el punto de vista económico. Me parece que hoy, lamentablemente, eso no se puede negar. Pero 
también es verdad que si nosotros no nos adaptamos, primero, a los requerimientos de las instituciones 
internacionales a las que pertenecemos y, segundo, a las circunstancias del mundo, corremos el riesgo de 


perder posibilidades de desarrollo económico en el transcurso de los próximos años. Me temo que dentro 
de poco, cuando se estabilicen las economías de estos países que hoy están presionando en ese sentido, 
venga un nuevo cambio en los condicionamientos; el tiempo lo dirá. Considero que debemos ser 
pragmáticos y que para el país es necesario salir de la zona gris. Creo que eso es algo que todos los aquí 
presentes compartimos, pero el tema radica en cómo lo hacemos y quizás eso fue en lo que más hincapié 
pusimos con el señor Senador Heber en las últimas sesiones de la Comisión. Al respecto señalamos que, 
frente a los agentes económicos, los inversores y la sociedad en su conjunto, una cosa es salir con el voto 
únicamente del Gobierno —que tiene las mayorías para aprobar una ley de estas características— y otra, 
hacerlo con un apoyo mucho más consensuado. Fíjense los señores Senadores un detalle que para mí no 
es menor y que todos hemos vivido en esta Comisión, prácticamente, con la unanimidad de las 
delegaciones que han comparecido a expresar su opinión sobre estos proyectos: todas han omitido 
expresarse sobre si es necesario o no legislar en la materia. En algunos casos, señalaron que no iban a 
ingresar en el tema político de si se modifica o no el IRPF y que, como eran conscientes de que había 
voluntad política de modificar la ley, venían a dar su opinión para que, si eso ocurría, se hiciera en 
determinados términos. La pregunta que surge es la siguiente. Si la gente que está directamente 
involucrada en el ámbito económico y en el institucional, que obviamente hace un seguimiento de lo que 
pasa en el Parlamento —hemos observado que todos los que concurrieron a la Comisión leyeron las 
versiones taquigráficas de las sesiones y estaban informados del rumbo de la nueva legislación—, da de 
barato que se va a modificar la ley porque hay un Gobierno que tiene una mayoría parlamentaria propia, de 
qué forma puede impactar eso en los agentes económicos de nuestra sociedad. Por eso, en más de una 
oportunidad hemos dicho que, aunque quizás de menor orden de las que puede traer la modificación de la 
ley, esto ya ha generado consecuencias económicas en nuestra sociedad y nosotros queremos que sean 
lo más positivas posible. 


La primera parte del proyecto de ley que presentamos recoge la iniciativa del Poder Ejecutivo. 
En realidad, la modificación que se realiza en el primer inciso del artículo 54 es para ampliar el campo de 
acción de la Administración. ¿Por qué? Porque antes, la actuación de la administración tributaria estaba 
limitada a las cuentas corrientes y cajas de ahorro y, en cambio, ahora se amplía el marco porque la 
información que se necesita no se agota en ese tipo de operaciones. 


La segunda parte de la propuesta, a partir del inciso tercero, está referida a la posibilidad del 
levantamiento del secreto bancario en otras circunstancias que no sean las de defraudación. En ese 
sentido, nosotros establecemos un sistema absolutamente garantista. ¿Qué quiere decir esto? Que la 
última palabra para la decisión de si se levanta o no el secreto bancario siempre la tiene el Poder Judicial. 
Esta es una garantía que, además, hace a la idiosincrasia del Uruguay. 


Los uruguayos lo reconocemos; los que viven en el Uruguay también lo saben; el mundo le 
reconoce al Uruguay tener un Poder Judicial independiente, que es garantista de los derechos y deberes 
de los habitantes del territorio. Por supuesto que el Poder Judicial también es garantista para aquellos que 
puedan sufrir sus efectos indirectamente, por tener alguna vinculación con nuestro país. Pero, al igual que 
el Poder Ejecutivo, lo llevamos al área de la Justicia Civil. Nosotros no introdujimos en el proyecto de ley la 
creación de un tribunal especial porque eso es materia presupuestaria —en este momento nos encontramos 
en vísperas de la aprobación del Presupuesto Nacional- y, además, porque imaginamos que el Poder 
Ejecutivo, lógicamente, debe querer que esto comience a funcionar inmediatamente. No tendría sentido 
aprobar este nuevo procedimiento contenido en el proyecto de ley con el condicionamiento de que se 
implemente recién con la creación del nuevo tribunal. Bienvenida sea la idea de que se cree este tribunal, 
pero hasta que el Poder Judicial no tenga los recursos o nos diga, a través de la Suprema Corte de 
Justicia, que está en condiciones de crear un tribunal a esos efectos, alguien deberá cumplir esta función y, 
por eso, se la adjudicamos a los jueces en materia civil. También podríamos haber asignado esta 
competencia a los jueces en materia penal, pero preferimos seguir la orientación del Poder Ejecutivo. A 
nuestro juicio, la primera condición fundamental es mantener este concepto garantista, dando intervención, 
en todos los casos, al Poder Judicial. 


En los últimos días consulté a algunos juristas especializados del Colegio de Abogados sobre 
otro tema que me parece importante. Ellos creen que debería existir un único procedimiento para todos los 
casos en que el pedido lo haga la administración tributaria nacional o alguna administración tributaria 
extranjera que tenga o no un tratado con nuestro país, porque este es un argumento muy fuerte. En primer 
lugar, quiero señalar que los tratados con los que nos encontramos vinculados, en la forma nos imponen 
plazos, pero, en el fondo, no nos exigen procedimientos especiales. En segundo término, este es un 
argumento muy fuerte que tiene el Uruguay para defender sus definiciones. En nuestro país, la Justicia no 
solo da el mismo trato a un nacional que a un extranjero, sino que, además, tenemos un sistema garantista 


que se adecua a este tipo de temática y, en consecuencia, estamos en condiciones de brindar información 
a la administración tributaria extranjera, previo pronunciamiento del Poder Judicial, del mismo modo que lo 
haríamos con la administración tributaria nacional. Esto es lo que hace a la transparencia del sistema 
económico y financiero nacional. Creo que, ya que estamos discutiendo este tema, este es el argumento 
más importante para concluir qué es lo mejor. Recién preguntamos a nuestro invitado si lo mejor era tener 
un único sistema, dos sistemas diferentes o contar con una multiplicidad de ellos, porque hay que tener 
cuidado debido a que, en este último caso, existen tratados distintos como algunas naciones tienen con 
otros países. 


En mi opinión, el segundo tema que tiene una importancia fundamental es buscar un único 
sistema de levantamiento del secreto bancario que rija para todos los casos. Esta sería otra de las cosas 
que hablaría muy bien sobre la importancia que tiene el Poder Judicial en nuestro país. 


El tercer tema al que me voy a referir es que en el proyecto de ley del Poder Ejecutivo se 
establece que una vez que el Poder Judicial se expide favorablemente respecto del levantamiento del 
secreto bancario, todas las instituciones de intermediación financiera quedarán liberadas de la obligación 
de preservar el secreto. 


Quizás no se reparó en el error. En realidad, creo que cuando el Juez decide levantar el secreto bancario, 
quedan liberadas de la obligación para con el Juez y para con la Administración, pero no para con toda la 
sociedad. Es decir que las instituciones de intermediación financiera no quedan en condiciones de publicar 
en la prensa las circunstancias relativas a la persona física o jurídica, que es lo que surge del proyecto del 
Poder Ejecutivo que tenemos a consideración. La obligación de estas instituciones se levanta solamente en 
su vinculación con el Poder Judicial y en la intervención, que también se prevé en el proyecto, del Banco 
Central, que va a ser una especie de brazo operador de dicho Poder porque le va a facilitar enormemente 
la tarea. En efecto, una vez que el Poder Judicial disponga el levantamiento del secreto bancario, el Banco 
Central se va a comunicar con las instituciones correspondientes para transmitirles que la información 
respecto a determinada empresa o persona debe ser puesta en conocimiento del Poder Judicial para ser 
enviada a la administración tributaria nacional o de otro país. Pero el secreto bancario sigue rigiendo en 
todos los otros aspectos; se levanta solamente en lo que se pide, en lo que es necesario y respecto de 
quienes se considera que así debe procederse. 


El cuarto tema que quiero plantear es, quizás, uno de los más importantes y surgió a raíz de una 
conversación que tuvimos oportunidad de mantener con el señor Senador Couriel. En efecto, hace unos 
días él me preguntó qué plazo demandaría todo esto, y le contesté que he estado estudiando los tratados y 
el plazo mínimo que se exige en el caso del Tratado con España, por ejemplo, es de 180 días, pero que 
creo que estamos en condiciones de establecer un plazo de 90 días desde el momento en que se presenta 
la solicitud de levantamiento del secreto ante el Poder Judicial hasta que se tiene una resolución definitiva, 
que no admite ulterior recurso. Me parece que es un plazo más que suficiente en los dos extremos, porque 
no es demasiado corto —sigue siendo garantista— ni es tampoco excesivo, en la medida en que está por 
debajo del plazo de 180 ó 150 días —creo que ese es el promedio— que se establece en los distintos 
tratados que tenemos con otros países del mundo. El señor Senador Couriel me decía que no le termina de 
convencer —creo que reflejo fielmente sus palabras— que la apelación tenga efecto suspensivo. Y este es 
un tema que va de la mano con el plazo. En nuestro régimen jurídico, la apelación tiene efecto suspensivo; 
ese es un tema de principio, no de excepción. En consecuencia, si no tuviera efectos suspensivos y si la 
resolución final fuera distinta a la resolución primera —es decir, que la final negara el levantamiento del 
secreto y la primera lo habilitara— el daño sería irreversible. Entonces, creo que la recurribilidad de las 
decisiones con efecto suspensivo, hay que mantenerlas. Además, me parece que la manera de contemplar 
la aspiración que me trasmitió —con acierto— el señor Senador Couriel, estaría en los plazos y allí existen 
mecanismos a través de los cuales se puede establecer un plazo de 90 días —el cual me parece 
suficiente—, con acción del Tribunal de Primera Instancia y del Tribunal de Apelaciones. Con esto me 
parece que tendríamos un procedimiento garantista que nos permitiría alcanzar los objetivos que nos 
estamos planteando. 


Esas son, en grandes líneas, las características principales que tiene el proyecto y los aportes que 
tenemos para realizar porque nos parece que pueden generar un amplio respaldo al proyecto de ley, aun 
cuando he leído, nuevamente, en declaraciones de prensa, que jerarcas del Poder Ejecutivo y del 
Ministerio de Economía y Finanzas no estarían dispuestos a hacer dos leyes separadas. Personalmente, 
insisto con este tema y no creo que eso sea un obstáculo para que después podamos negociar una única 
ley. Me parece que nosotros tenemos que darle al instituto del secreto bancario la jerarquía que merece y, 
seguramente, va a ir adquiriendo cada vez más en el transcurso de los próximos tiempos. Como lo 


hablamos en sesiones anteriores, ya no hay secreto bancario, no hay secreto tributario, es un secreto 
referido a los intereses económicos de la persona física o jurídica involucrada, porque a través del 
cruzamiento de información se sabe hasta los bienes de los que es titular una persona física o jurídica. 
Entonces, nos permitimos insistir en este tema. 


SEÑOR COURIEL.- Personalmente he manifestado, así como también lo han hecho otros señores 
Senadores del Frente Amplio, lo positivo que sería que un proyecto de ley de esta naturaleza tuviera las 
más amplias mayorías. Lo hemos manifestado acá y en los medios de comunicación y estamos dispuestos 
a seguir trabajando para conseguir esas más amplias mayorías. Creo que esto le hace bien al país. Es un 
tema muy sensible, de manera que desde ese punto de vista, la idea es avanzar para lograr mayorías, 
porque, repito, este proyecto de ley me parece constructivo y positivo para el país. 


En realidad, sobre el último tema que mencionaba el señor Senador Gallinal, estamos en 
condiciones de trabajar para elaborar un proyecto de ley pero, si en el transcurso del análisis de los 
contenidos hay acuerdo y, para finalizar, se requieren proyectos de ley a tratarse en una misma sesión, 
desde ya decimos que no estamos cerrados a ello. En este momento, sin embargo, estamos trabajando 
sobre la base de una sola iniciativa. 


Asimismo, hemos empezado a trabajar sobre las propuestas de los señores Senadores Gallinal y 
Heber, pero el lunes de noche, en la reunión de Bancada del Frente Amplio, se nos informó que hubo 
reuniones y posibles acuerdos entre integrantes del Poder Ejecutivo y del grupo del señor Senador 
Larrañaga. En general, los representantes de la Bancada del Frente Amplio que integramos esta Comisión 
de Hacienda avanzamos en el sentido de aceptar algunas de esas propuestas. 


En lo que tiene que ver con el Impuesto a la Renta, señalamos que estaríamos en condiciones de 
desglosar el Impuesto al Patrimonio y, de acuerdo con la información técnica que tengo en mi poder —que, 
aclaro, todavía no he estudiado—, se trataría de los artículos 12, 13, 14, 15 y 16. 


Por otro lado, aunque aún no contamos con los textos —que deberíamos analizar—, estaríamos 
dispuestos a aceptar Juzgados Especializados a los efectos de determinar el levantamiento del secreto 
bancario. También quiero dejar constancia de que, en principio, de acuerdo con la información recibida y en 
base a diálogos mantenidos con la Suprema Corte de Justicia, sería suficiente contar con un Juzgado. Por 
lo tanto, también deberíamos tener en cuenta este tema a la hora de analizar la Ley de Presupuesto, a fin 
de otorgar los recursos correspondientes. En realidad, a esta altura, lo que importa es ver los textos 
explícitos para poder trabajar con ellos. 


En otro orden de cosas, estamos de acuerdo con la idea de que la autorización del Juez no sea 
tácita, sino que se le obligue a expedirse. Pero, una vez más, reitero que deberíamos tener los textos sobre 
la mesa para poder analizarlos y concretar el tema. 


A fin de responder a la propuesta del señor Senador Heber, me gustaría comunicar textualmente 
a la Comisión la expresión de los técnicos asesores. Ellos han dicho “Estuvimos de acuerdo con los 
términos en que se expresó el señor Senador Heber sobre la fuente uruguaya, pero no sobre el tema”. 


SEÑOR HEBER.- Podemos hacer algunas correcciones. 
SEÑOR COURIEL.- Pasaremos esas correcciones, entonces, y las analizaremos. 


Por otra parte, teniendo en cuenta los textos vigentes que puedan aportar sobre los temas de los 
Juzgados Especializados y la obligación del Juez a expedirse, podríamos ir analizando las propuestas del 
señor Senador Gallinal, que tienen que ver explícitamente con el secreto bancario. 


En definitiva, en lo que respecta al Impuesto a la Renta, desglosaríamos el Impuesto al 
Patrimonio y nos quedaría pendiente la fuente vinculada a la propuesta del señor Senador Heber; a su vez, 
con relación al secreto bancario, podríamos estudiar los textos que presentaría el grupo del señor Senador 
Larrañaga conjuntamente con los que propone el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: lo que acaba de señalar el señor Senador Couriel en nombre del 
Gobierno es realmente muy importante. Quiero subrayarlo especialmente porque, aunque no nos 
pongamos de acuerdo en todo, esta actitud lleva a que el tono y el trabajo de la Comisión cambien, pues 
partimos de las mismas preocupaciones. En este sentido, festejo la posición de la Bancada de Gobierno. 


En esta etapa de conversaciones permanentes sobre el tema del secreto bancario, que todos 
hemos mantenido —y que, creo, han sido buenas porque hemos generado una conciencia general en 
cuanto a que debemos modificar algunos aspectos— son naturalmente bienvenidas las posiciones que 
ahora nos comunica el Gobierno, planteadas en otro ámbito de negociación generado por el sector de 
Alianza Nacional y el señor Senador Jorge Larrañaga. En realidad, las sugerencias son casi las mismas 
que las que venían siendo presentadas por el señor Senador Gallinal en materia de secreto bancario; 
quizás la novedad refiera al tema de los Juzgados especializados, sobre los que deberíamos tener una 
propuesta establecida en cuanto a su creación y prever su acción en el Presupuesto, tal como ha señalado 
el señor Senador Couriel. 


Si no me equivoco, el desglose del Impuesto al Patrimonio fue planteado por el señor Senador 
Gallinal. Entonces, si la cuestión fue manejada por el sector de Alianza Nacional y el Gobierno y, a su vez, 
planteada en Comisión por el señor Senador Gallinal, quiere decir que estamos muy cerca de la solución. 
Creo que ese es un gran avance. 


Por otro lado, las modificaciones que sugiere la DGl son bienvenidas. Si creemos que tenemos 
que ir hacia la fuente uruguaya y se plantean sugerencias, sería bueno que estas se repartieran en la 
Comisión a fin de poder estudiarlas con nuestros asesores y ver si ello no desnaturaliza lo que venimos 
señalando. De no ser así, en “Santas Pascuas” cada uno tomará el camino que corresponda o que crea 
más conveniente para el país. Pero —reitero— quiero hacer el intento de acercarme a las posiciones de la 
DGI, así como veo que esta Dirección está haciendo lo propio con las propuestas de territorialidad porque, 
a mi entender, ellas son muy importantes en el sistema tributario. Así pues, vuelvo a decir, que a mi juicio, 
estamos muy cerca y nos tenemos que dedicar a trabajar. 


Por mi parte, propongo al señor Presidente lo siguiente: si luego de agotada la lista de oradores — 
sé que hay otros señores Senadores anotados para hacer uso de la palabra— la Comisión quiere seguir 
trabajando, que lo haga sin versión taquigráfica. De esta forma, no nos sentiremos presos en cuanto a 
nuestras opiniones y a un eventual cambio en ellas, para avanzar en el sentido indicado. 


Ya tenemos deberes. El sector de Alianza Nacional seguramente traerá los artículos relativos a los 
Juzgados especializados. Por otro lado, el desglose del Impuesto al Patrimonio es algo muy relevante y 
constituye un gran avance; en este sentido, pregunto al Gobierno si no estaríamos en condiciones de ir 
hacia algo más que solamente el desglose, es decir, hacia la derogación de este gravamen que, como los 
señores Senadores saben bien, va cayendo en el tiempo y desaparecerá alrededor del año 2025. Me 
parece que podríamos dar una buena señal y sería bueno estudiar esa posibilidad, porque el tema no deja 
de ser conceptualmente importante. 


Por otra parte, adelanto que me llevo los artículos modificados por la DGÍI, a fin de analizarlos. No 
estoy ahora en condiciones de hacer un comentario pero, naturalmente, en la próxima sesión podré decir a 
los señores Senadores si avancé o no en el tema, a efectos de alcanzar un proyecto en común. Por último, 
quiero decir que me parecen importantes las reflexiones que hizo el señor Senador Gallinal con relación a 
la existencia de proyectos separados. ¿Por qué? Porque si el día de mañana establecemos un proyecto 
sobre el tema del secreto bancario —tema bien importante; es una institución que hay que tener como 
encapsulada sobre qué hace el Uruguay al respecto—- y debemos informar a algún inversor que venga al 
Uruguay cuál es nuestra ley en la materia, tendríamos que poder responder: “Es esta”. Lo que sucede es 
que en este proyecto de ley también hay artículos relativos al tema de renta y fuentes de renta, lo que no 
ayuda a la prolijidad que el país debe tener para poder decir: ¿Cuál es el impuesto a la renta que tiene el 
Uruguay? Este. ¿Cuál es la ley del secreto bancario? Esta otra. Me parece que la propuesta de la 
separación de los temas es mejor para nuestro país, aunque no hago cuestión al respecto. Dejo planteada 
esta inquietud a modo de reflexión para que los señores Senadores la analicen con el Gobierno, pues creo 
que todos queremos que el país tenga normas claras y concretas para quienes quieren venir a invertir en el 
Uruguay. 


SEÑOR DA ROSA.- El señor Senador Couriel manifestó que en los últimos días ha habido una serie de 
reuniones y conversaciones entre Legisladores y técnicos de nuestro sector con autoridades del Ministerio 


de Economía y Finanzas e, incluso, al más alto nivel con el Presidente y Vicepresidente de la República, 
buscando dos cosas que nos parecen fundamentales en la consideración de todo este tema. 


En primer lugar, estamos de acuerdo con que este asunto debe responder a los mayores 
consensos posibles. Es necesario que existan los mayores acuerdos posibles sobre temas que son 
delicados e importantes en la vida del país. 


En segundo término, estamos muy preocupados en otorgar a este proyecto de ley —más allá de la 
flexibilización que está prevista con relación al levantamiento del secreto bancario— las mayores garantías 
desde el punto de vista procesal, coherentes con la legislación general del país, es decir, coherentes con la 
protección de los derechos individuales y el régimen de garantías procesales que rigen en los distintos 
aspectos en que la Justicia ejerce su acción jurisdiccional. Estas dos razones nos han llevado a buscar 
acuerdos y entendimientos para asegurar esas garantías y para separar, de esta iniciativa referida al 
secreto bancario, todo lo relativo a la legislación tributaria, al Impuesto al Patrimonio, en particular, lo que 
tiene que ver con el IRPF. Insisto en que debemos lograr acuerdos en este sentido, pues nos parecen 
importantes. Es más, como estas conversaciones han prosperado y hemos encontrado una actitud abierta 
y flexible, dispuesta al diálogo, tanto por parte de los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas 
como del Presidente y Vicepresidente de la República, estamos en condiciones de proporcionar, en 
términos generales, algunas ideas que tenemos y que no hemos presentado expresamente, porque las 
iremos introduciendo en el trámite concreto de la redacción del proyecto, a medida que su consideración 
avance. Al mismo tiempo que vayamos profundizando en el tratamiento de estos temas, en términos 
generales y en la medida en que el Poder Ejecutivo y la Bancada del Partido de Gobierno se muestren 
dispuestos a introducir modificaciones en el proyecto en este sentido, nosotros estaremos en condiciones 
de acompañar la iniciativa planteada por el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero hacer algunas puntualizaciones. Cuando hablamos del desglose, significa que 
estudiaremos, después profundizaremos y veremos qué pasa con el tema del patrimonio. Insisto en que lo 
estamos desglosando en busca del mayor apoyo posible. 


Con respecto a la separación del proyecto de ley, es algo que decidiremos los Senadores del 
Frente Amplio pero, para que eso ocurra, deben existir dos compromisos. En primer lugar, los proyectos, 
tanto en esta Cámara como en la de Representantes, deben votarse juntos. Y, en segundo término, no 
queremos, por incorporar más apoyo, perder los que se puedan tener en lo relativo a la separación. Este es 
un elemento que vamos a percibir al final del camino y no al principio. Aclaro que el Poder Ejecutivo no está 
de acuerdo con la separación, pero esa decisión está en nuestra órbita. El Poder Ejecutivo, una y otra vez 
propondrá que los proyectos vayan juntos pero, si al final del camino existe un compromiso por parte de las 
Bancadas del Senado y de la Cámara de Representantes, entonces tomaremos la decisión los Senadores 
del Frente Amplio en su totalidad y no solo los integrantes de la Comisión. 


Con respecto al tema de los juzgados especializados, si el proyecto de ley se aprueba antes de 
que ingrese el Presupuesto —tengamos en cuenta que, después, la Cámara de Representantes va a contar 
aproximadamente con un mes y medio para estudiarlo— se sancionará la última semana de noviembre o la 
primera de diciembre y luego el Poder Ejecutivo dispondrá de algunos días para su promulgación. En base 
a esto, nosotros pensamos que los primeros días de diciembre podría estar promulgada la ley. Además, por 
esa fecha, también se estaría promulgando la Ley de Presupuesto, si no es enviada a la Asamblea 
General. Es por todos sabido que el Presupuesto comienza a regir a partir del 1% de enero y la Suprema 
Corte de Justicia tendrá que instrumentar algo para el funcionamiento de esos tribunales especializados. 
Entonces, si se va por esa línea, ya hemos hecho las consultas del caso tanto en la Suprema Corte de 
Justicia como en el Poder Ejecutivo, y se nos ha expresado que los aspectos presupuestales —si se 
incluyeran en el Presupuesto—- no serían un inconveniente; es claro que si no lo establecemos, por 
supuesto que sí lo serían. 


Pienso que deberíamos reunirnos el próximo martes —que no habrá sesión de Senado— a la hora 
10, y avanzar en el estudio de los textos. La Bancada del Frente Amplio ya ha aportado algunos, y 
deberíamos disponer, cuanto antes, de textos sobre los juzgados especializados. Creo que primero 
tendríamos que comenzar a trabajar con los artículos iniciales de la iniciativa del señor Senador Heber, 
después desglosar los artículos que correspondan —me refiero a los relativos al tema patrimonial- y, por 
último, ponernos de acuerdo sobre el tema del secreto bancario. 


SEÑOR GALLINAL.- Le pedí una interrupción al señor Senador Michelini porque, obviamente, no solo no 
tengo reparos, sino que estoy de acuerdo con lo relativo al tribunal especializado, pero quiero señalar que 
muchas veces instrumentar todo esto lleva su tiempo, aun cuando la Ley de Presupuesto entre en vigencia 
el 1% de enero y lo habilite. Lo que me preocupa es que la creación del tribunal especializado no vaya en 
desmedro de las potestades del Poder Judicial. Digo esto porque no por ser un tribunal especializado debe 
la contraparte tener menos posibilidades de defensa o menos recursos. A mi juicio, también hay que pensar 
si habrá un tribunal especializado de Primera Instancia y uno de Segunda y última Instancia, o un Tribunal 
Especial de Primera Instancia y un Tribunal en lo Civil de Segunda Instancia. Por esa razón es que hago 
esta puntualización. 


SEÑOR MICHELINI.- En lo personal, me parece bien lo planteado por el señor Senador Gallinal en el 
sentido de determinar la mecánica apropiada una vez que veamos los textos; aquí hay que afinar la 
definición en cuanto a varios aspectos: si deberá ser uno o más Bancos, lo relativo a los tribunales de 
alzada, a los plazos, etcétera. Incluso, debemos analizar el tema vinculado a la persona jurídica o física, 
tratando de no establecer algo al barrer. En el tema de si es en un Banco o en más de uno, pienso que 
debe existir una identificación. 


En definitiva, creo que debemos afinar varios conceptos. No tenemos aún los textos y creo que el 
señor Senador Heber se está enterando de algunas normativas; estamos presentando lo que él sugirió. 
Además, nos gustaría analizar el tema del secreto bancario a la luz de lo que presentó el señor Senador Da 
Rosa. 


Nosotros —por lo menos, la Bancada del Frente Amplio— tenemos como objetivo que esto se vote 
antes de que ingrese el Presupuesto, por lo que propongo que el martes nos reunamos y veamos en qué 
podemos avanzar; seguramente podríamos reunirnos también el jueves y quizás alguna vez más, pero 
empezando a trabajar con los textos. Creo que todos estamos afines a encarar estos temas contando con 
la mayor base posible y somos conscientes, incluso, de que con la separación de los proyectos, el Partido 
Colorado podría votar favorablemente en algunos aspectos y no en otros, sobre todo, en cuanto al secreto 
bancario, si se le dieran garantías en este sentido. Vuelvo a decir que no sería conveniente —incluso para el 
país- que con la separación de propuestas exista un respaldo menor del que hubiera habido con un 
proyecto en conjunto 


Por eso, señor Presidente, propongo que el martes a las 9 y 30 ó 10 de la mañana —o a la hora 
que se decida— comencemos a avanzar en estos aspectos. 


SEÑOR AMORÍN.- Como todos los miembros de la Comisión saben, he sido muy crítico con respecto a 
este proyecto de ley en todas sus áreas. No estoy de acuerdo con el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas porque creo que lo que está planteando el Gobierno es una muy mala medida económica y porque 
me daba la impresión de que la flexibilización del secreto bancario no ofrecía las garantías básicas. 


Quiero decir también que la intervención del señor Senador Couriel me pareció muy positiva, al 
igual que la actitud del Gobierno con algunos de los temas que empieza a mostrar. Creo que el entender y 
aceptar que es mejor que haya juzgados especializados será un paso importante; no sé si será o no 
efectivo, pero, por lo menos, demuestra una actitud del Gobierno de dar más garantías a los ciudadanos —a 
los depositantes— cuidando más el secreto bancario y preocupándose por un tema del que mucho hemos 
hablado, como es el derecho de las personas a la intimidad, que es un derecho constitucional que todos 
tenemos. 


Me parece que en esa misma línea está el recoger el planteo del grupo Alianza Nacional en el 
sentido de que la autorización de la Justica debe ser expresa y no tácita. 


Desde ya, decimos que estamos dispuestos a trabajar para continuar brindando más garantías al 
depositante y al ciudadano, y me parece que es posible encontrarlas; solo se trata de seguir afinando el 
lápiz, pero me parece que la actitud es positiva. Si bien saben que no van a contar con mi voto para el 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, sí van a contar con todo mi interés y entusiasmo para trabajar 
en tratar de brindar las mayores garantías a los ciudadanos uruguayos. En ese sentido, creo que el 
régimen que plantea el señor Senador Michelini de empezar a trabajar más intensamente es adecuado, ya 
que ninguno de nosotros tiene interés en que este tema se dilate. Todos queremos exponer nuestra 
posición en el Plenario y que luego se vote —como se quiera votar—, por lo que estamos interesados en 


trabajar lo más que se pueda para que este proyecto de ley —que en un principio entendí que era muy 
malo- pueda ser acompañado por todos, aunque sea en alguna parte. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RUBIO.- Creo que la propuesta del señor Senador Michelini debe ser entendida en el sentido de 
que deberíamos dedicar la semana que viene a analizar este tema. Estamos de acuerdo —por lo menos 
varios sectores políticos— en que existe una preocupación sobre este asunto, pero hay aspectos procesales 
que son bastante complejos. Por ejemplo, compartimos que tiene que haber un pronunciamiento expreso 
del Juez —no tácito— y que los plazos deben ser breves, pero eso trae aparejado un conjunto de problemas 
procesales complejos que hay que resolver técnicamente. Creo que si la próxima semana nos 
concentramos en esto, realmente podremos resolverlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos hablado y nos hemos escuchado, lo que me parece que es bueno. Tal 
como propuso el señor Senador Michelini, nos reuniríamos el próximo martes a las 10 de la mañana —dado 
que no hay sesión del Plenario—- y luego nos volveríamos a reunir el jueves. Posteriormente, el jueves 7 
sería la última sesión ordinaria antes de que el Presupuesto entre al Senado. 


SEÑOR MICHELINI.- Si se puede hacer antes, mejor, pero de todas maneras tenemos algún tiempo más 
porque el día que ingresa el Presupuesto podemos sesionar y aprobar este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde luego. El martes 12 y el miércoles 13 serían las fechas indicadas, porque el 
Presupuesto entra un viernes y la semana siguiente comenzaría su consideración. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 48 minutos) 
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